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SENTENCIA INTERI,OCUTORIA DELTRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 5 de novicmbrc dc 20lll

ASUNl'O

Recurso de agravio constitucional interpuesto por el Gobierno Rcgional dc Ica
contra la resolución de foj¿s 166, de lecha 20 de setiembre de 2017, expedida por la
I'rimera Sala Civil de la Corte Superior dc Justisia de Ica, que oonfirmando la apelada,
dccJaro irnproceJentc lr demanda de autos.

FUNDAMENI'OS

slrp qüe igualmente están contenidos en el artículo 1l del Reglanre¡to
dcl 1t;bunal Constitucionall

d)

En lrl prcsenle caso, se evidencia quc el recurso de agravio no está relerido a una
cuestión dc Derecho de especial kasccndencia constitucional. Al rcspeclo. un

La cueslión de Derecho contenida en el recurso no sca de especial
trascendencie constitucional
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedenle del 'fribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestinratoria en casos sustancialmente igualcs.

titucionalmente protegido dc un derecho l'undamental: cuando versa sobre un
to materialmente excluido del proceso de tutcla dc que se tratai o. finalmcntc,

a de lundamen¡ación la supuesta vulneración que se invoquc

lo prctcndido no alude a un asunto que reqLriere una tutcla de especial

urso carcce de esta cualidad cuando no es!á relacionado con el conlenido

J. Expresado dc otro rrodo, y teniendo cn cüenta lo precisado cn cl l'undamento 50 de
Ia sentencia emitida en cl Expediente 00987-20I4-PA/|C. una cuestión no revisle
espeoial trascendencia constit¡cional en los siguienles casost (l) si una lirtura
resolución del Tribunal Co¡stil!¡cional no soluciona algún conflicto de rcleva¡ui¡
constil!¡cional, pues no cxisle lesión que comprometa el derecho f'undamcntal
involL¡crado o se trata dc ur1 asunto que no corrssponde resolver en la vriL

L Dn Ia senlencia emitida en el Expedientc 00987-2014-PA/ I'C, publicada en el diilrio
oficial El Perudno el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal establcció, cn cl
fundamento 49, con carácter dc precede¡le, que se expedirá sentencia iotcdoculori¡
dcnegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno dc los siguie¡tes
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constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgcnte cl dcrecho
constitLrcional invocado y no ¡nedian razones subjctivas u objetivas qUe habiliten a
este órgano colegiado para emilir un pronunciamiento dc londo.

.1. En el caso autos, el recurente solicita que se declaran nulos: i) la Resolución I05
(f. 30), de fecha I de.julio de 2014, expcdida por la SeSunda Sala Civil de la Code
Superior de Justicia de Ica, que declaró fundada en parte la demanda contencioso
ad¡ninislrativa inlerpucsla por la Municipalidad Provincial de lca; y ii) el Aulo
Calificatorio del Rccurso Casatorio 13021-201,{ ICA (L 62), dc fccha 5 de agosto
dc 2015, emitido por 1a Sela de Derccho Constitucional y Social Permanente de la
Corte Suprema de Justicia de la República, que declaró improcedente slr recurso de
casacl Alega la vulneración de sus derechos fündamcntalcs a la propicdad, a la

sal efcctiva y al dcbido proccso, en su manifestación dcl derccho a la
ión de las rcsolucioncs judiciales, pues considera que la Municipalidad
ial de lca no acrediló 1¿hacientcmente su derecho de propiedad y/o

so subyacente. En efecto, el mcro hecho dc que Ia parle accionanle disienta de
lundamentación que sirve de rcspaldo a las resoluciones cuestionadas no
ilica que no exista justiflcación o que. a la l!¡z de los hechos del caso. sea

ren¡e, incongruente. insuflciente o incurra en vicios de motivación interna o

No obstanle lo aducido por el delrandante. esta Sala del Tribunal Constitlrcional
considera que lo que pretende es discutir el crilerio jurisdiccional adoptado cn las
cuestionadas resoluciones, lo cual cs a todas luccs inviable ya que la judicatura
constitucional no tiene competencia para resxaminar el nérilo de lo decidido en el

extema. Por ende, como lo que se ptelende es el reexamen de resoluciones
judiciales adversas, el presente recurso carece de especial trascendencia
constitucio¡al y por ello debe ser rechazado.

6- En consccuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5 r¡./p/¿¡, se vsriflca que

el prcsente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prcvista en el
acápite b) del fundañento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo 1l del Reglamento Normativo del 'fribunal
Co¡rslilucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedenle
el recurso de agravio constitLrcional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Conslitución Política del Perú, y la padicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
¡¡agiskado Ferrero Costa.

Adenrás, se incluye el funda¡ne¡to de voto del magistrado Espinosa-Sald¿Lñ¿
Ilanera.
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Dcclarar IMPIIOCEDENIE el recurso de agravio constitucional porque le cuestión de
Derecho contcnida cn cl rccurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publíquese y notifíquese.

SS,

MIRANDA CANAI,ES
sARDóN D¡r TABoADA

,'l
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FUNDAMEN'r-o DE voro DEL MAGISTRADo ESPINoSA-SALDAñA
BARR¡]ItA

Coincido con el sentido de lo ¡esuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguiente:

1. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del T¡ibunal
Constitucional peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensiblcs, y
a la vez, rigurosas técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal
Constitucional falta a su responsabilidad institucional de concretización de la
Constitución, pues debe hacerse entender a cabalidad en la compresión del

ordenamiento jurídico conibrme a los principios, valores y demás preceptos de

esta misma CoÍstitt¡ción.

2. En ese sentido. convendria advertir al demandante que en el ordenamiento
jurídico peruano, conforme al artículo 4 Código Procesal Constitucional, la
tutela procesal cfectiva incluye al debido proceso en sus diversas
manifestacioncs.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FIIRREIIO COSl'A

CoD la potcstad quc mc oto¡ga la Constitució11, y con el mayor respeto por la ponencia
de nri colega magistrado, cDrito el presente voto singular, paia expresar respetüosanenle
quc disicnto dcl prcccdcnte vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SENTENCIA INl l1lfl,OCUl'ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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EL TR¡BIiNAL CoNsrrrucloNAL coMo coRrE DE REvrsróN o FAr,t,o y No D!:
cAsacróN

I-a Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales como
instancia dc casación y 1a Conslitución de 1993 conviftió al Tribunal Constitucionai
en inslancia de falio. La Constitución del 79, por primera vez en nuestm hisroriu
conslitucionai, dispuso la creación de un órgano ad ioc, independiente del Poder
Judicial, con la larea de garantizar La supremacía constitucional y la vigencia plena
de los dcrechos fundamentales

2. La Ley Fundamcntal de 1979 establcció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales cra un órgano de control dc Ia Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el te[itorio nacional para conocer, en río de cdsdción, de los habeas corpus
y ¡nparos dgnegados por el Poder Judicial, lo quc implicó que dicho Tribunal no
constituia una inslancia habilitada para ihllar en lbrma definitiva sobre Ia causa. Es
decir. no se pronr¡nciaba sobre los hcchos invocados como amcnaza o lesión a los
dereclros rerunocidos cn la Consliluciún.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Clonstilücionales. vigente en ese momento, estableció, en sus arliculos 42 al 46. que
dicho ór'gano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado ia lcy o la ha
aplicado en lbrma crrada o ha incu¡¡ido en graves vicios procesales cn la
tramjtación y resolurción de la dcn]anda, procederá a casar la senteÍcia y, luego de
señalar la detlciencia. devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas luces. dilafaba cn exceso los procesos coDstitucionales
mencionados.

ttt{4
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4. El modclo de tutela anle amenazas y vr neración de dcrechos f'ue scriamcnte
modillcado ell ]a Constitución de 1993. En primer lugar. se amplían los
mccanismos de tulela de dos a cuatro, a saber. habeas corpus, .amparo, habeas data
y acción de cun'rplimiento. En segundo lugar, se crea al 'l'ribunal CoÍstitLrcional
como ór'gano de control de ia constitucionalidad, aun cuando la Coostitución lo
califlca erróneamenle como "órgano de controldc la Constitltción". No obstante. en
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución cstablcce que el-lribunal 
Conslitr¡cional es inslancia dc revisión o fallo.

5. Cabe señaia¡ que la Constitución Polí1ica del Pcrú, en su arlícuio 202, inciso 2,
prcscribe que corresponde al -l bu¡al Constitucional "conocet en última y
defini¡i|a ¡nsfaficia, las resoluciones denegatorias dic¡adas en los procesos de
habeas corpus, amparc, habeas data y acción de cunlpli ienb". Esta disposición
oonstitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos i'undamentales,
exige quc cl Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quirn sc
cstirna amenazado o agraviado en un dc¡echo fundamental. Una lectura diversa
cont¡avendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona hun'rana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y del Estado (añícr¡lo l), y "la observancia del debido proceso y hteld
itrri.tdiccional. Ninguna persona puede ser desv¡add de la ¡ul¡,tdicción
preLleferminadd por ld ley, n¡ sometid.t q procedituiento distínto de los prct)iamente
cstdblecidos, ni j zgadu por ótgdtlos.jurisd¡ccionales de excepción ni por
con¡s¡ones espcciallcs oeddas dl efecb cualqu¡eto seq s defiofiinaci¿) ,,.

consagnda en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se adviefle, a difercncia de lo que acontece en ot¡os países, en los cuales el
acceso a la última inslancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡olar¡
(Suprema Cortc de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libe(ad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está cn discusión es la sr¡puesta ameDaza o lesión de un derecho fundamental. sc
debc abri¡ la via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Peú la apeftura dc csta vía solo se produce si se permite al
peticionantc colaborar con los jueces constitL¡cionales ¡nedianle un pormenorizado
¿náli.i5 dc 1,, quc 5c pretenll(. dc lo qu( .e invoca.

EXP. N.' 0.1380-2017-PA/TC
ICA
GOBIERNO RECIONAL DT: ICA

7. Lo constitucional es escucl'rar a la pa¡te como concretización de s!¡ derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
el¡clivo mcdio de deltnsa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y plivados, io cual evidencia el t unlo de la justicia lie¡te a la
arbitradedad.

illillillilflt illlll

EL DERECIio A sER oiDo cot\ro MAr-t!'EsTACróN DI,; LA DEluocRA ¡.rz,\cróN Dri Los
l'Rocltsos Co¡istrTt cIoN^LES Dt,i L^ LIBER'l At)

8. La administración de jLrsticia coüstitucionai de la liberlad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde slt c¡eación. es respctuosq como correspondc, del derecho dc

t\a
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dcl¡nsa inhcrente a toda persona, cuya maniléstación primária es el derecho a ser
oído con lodas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

derc¡¡ninen sus oerechos. inlereses y obirBaciones.

9. Precisan,cnte, mi alejamiento rcspecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está ¡eiacionado con la dcfensa, la cual, sólo cs
cfcctiva cuando eljusticiable y sus abogados püeden exponer. de manera cscrila )
oral, los argumentos pertinentcs, co¡cretándose el principio de inmediacion qLLe

debe regir en todo proceso constjtucional.

10. Sobre la iDtervención de las partes, corresponde scñalar que, cn tanto quc la
potestad .le administrar .justicia constituye una manil¡stación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se
brinda con estricto rcspeto de los derechos inherentes a todo ser hun]ano, lo que
incluye el derecho a ser oido con ias debidas garantías.

Il. Cabe añadir que la participación directa de las pa es. en defensa de sus interescs.
que se concede en la audicncia de vista, ta¡nbién constituye un eicmcnto que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre ia esféra de interés dc
una pcrsona sin permitirle alegar Io correspondiente a su lávor, 10 que resultaria
excllryente ) antidcmocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, Ias razones, los motivos y los
argunle¡]tos que justilican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por scr un t.ibunal de jr.Lsticia. sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y dc hecho ¡elevantes en cada
caso que resuelve.
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12. Ln ese senlido, Ia Coftc Interamericana de Derechos flumanos ha establecido que el
dcrecho de detensa "oblíga al Estado d tratar al indiyiduo en todo momenta) como
ttn ¡crdddero sujeto del prcceso, cn rl nus úmpl¡,, \rntido de c.\lr Lonc¿pto, y no
s¡mplenefitc como obj¿to del misno"t. y que "fidrd quL ¿\¡\ta dcbid,t proceso legal
es prec¡so qlte un justiciable puedd hdcer valer 

"^us dcrechos y defender su.t
inlercsei en-forfia eféctita y en cond¡ciones de igualdad plocesal con otros
jusÍ¡c¡ables"'.

r'lrl

' Co¡te IDH. Caso Baffeto Lciva vs. Venezuela. sentcncia del 17 de noviemb¡c de 2009-
párralo 29.
: Corte lDH. Caso Hilaire, Constanline y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentcncia del 21 de junio de 2002, pánafo 146.
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13. El modelo de "instancia dc l'allo" plasmado en la Constitución no puedc ser
desviftuado po¡ el Tribl¡nal Constitucional si no es con grave violáción de sus
disposiciones. Dioho'lribunal es su intérprele supremo, pero no su reformador, toda
vez quc como ór'gano constitLlido también está sometido a Ia Constitución.

l,l. Cuando sc aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"scnlcncia interloculoria". el rccutso de agravio constitucio¡al (RAC) pierde su
verdadera esenc ia .jurídica, ya c¡ue el l'¡ibunal Constitucional no ticne competencia
para "rcvisar" nimucho mcnos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15- Dc conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitr¡cional, el
Tribunal Co¡'lstitucionai no "concede' el recurso. Esta es una compctencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al l'ribunal lo que le coresponde es oonocer del
I{AC y pro¡unciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la compctcncia de
rechazar dicho reourso, sino por el contra¡io de "conoccr" lo que la parte alega
eomo un agrar io que le causa indetin.ion.

17. Por lo demás, m¿ndtís mutandis, el precedenle vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repitc lo señaiado por el Tribunal Consrirucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, collstituye una rcaflrmación dc la ¡aturaleza
procesal de los plocesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía pre\ia,
vías paralelas, litispendencia. invocación del de¡echo constitucio¡al líquido v
cierto, eto.).
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18. Sin embargo, cl hecho de que los procesos collstitucionales de la libcdad sean de
una natl¡raleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
l]1olivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal dei recurso de agrario
constitucional.

tYt

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establcce como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuvo contenido, en el mejor de los casos,
requiere scr acla¡ado, justificado y concrctado en supuestos especiiioos, a saber,
identillcar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierle el empieo de la precitada sentcncia en arbit¡ario, toda vez que sc podría
aleclar. enlrc otros, el derecho fundamental de delénsa. en su manilestación dc ser
oido co¡ las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones sr¡bierivas y
carentes de predictibilidad, a1éctando nolablemente a los justiciables, quicncs
tend an cluc adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional aÍtes de presentar su
rcspectiva demanda.
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19 Porlanto, si se tiene en cuenta que la justicia er1 sede constitucional represe[ta la
Ítltima posibilidad pam proleger y reparar los de¡echos fundamentalcs de los
agraviados, volo a lávor de que en el presente caso sc convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Consiitucional, en lanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas e¡ sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Pode¡ Judiciall
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada Ia vía constitucioíal, aljusticiablc
solo ie queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos,

20. Como afirmó Raúrl Fer¡cro Rebagliati, "la defensa del derecho de r¡¡o es, al mismo
tiempo. una dci¡nsa lotal dc la Constituoión, pues si loda garantia cotlslituoional
cntraña el aoccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derccho
cstá del'endiendo el de los demás y el de Ia comunidad que resulta oprimida o
envilccida sin la protccción judicial auténlica".

S
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